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Sentencia N° 052-2010. Tribunal Aduanero Nacional. San José a las catorce horas con ocho minutos del ocho de abril de dos mil diez.

Conoce este Tribunal del recurso de apelación presentado por el agente aduanero XXXXXXXX contra el ajuste realizado a la Declaración Única Aduanera número 005-2010-000000 del 8 de febrero de 2010 de la Aduana Santamaría.
RESULTANDO

I- Mediante Declaración Aduanera número 005-2010-000000 del 8 de febrero de 2010 de la Aduana Santamaría, el agente aduanero señor XXXXXXX, en representación de su cliente XXXXXXX, desalmacenó un vehículo usado marca Toyota, estilo RAV 4, año 1997, cilindrada 2000 cc., todo terrero, 4 puertas, tracción 4x4, extras semifull, transmisión manual, declarando la posición arancelaria 8703.23.63.23, clase tributaria N° 2185136, habiéndose producido en el despacho una modificación a la clase tributaria N° 2269443 y a un valor de $3.729,02. Lo anterior, originó una diferencia de impuestos a favor del fisco por la suma de ¢534.365,38. (folios 15 a 36)
II- Que la Aduana en el proceso verificación realiza modificaciones a lo declarado,  notificando vía electrónica al interesado, en fecha 17 de febrero de 2010, para lo de interés lo siguiente:  “Motivo: Cambio de Valor - Marco Legal:  artículos 22, 23, 24, 98, 198 Ley 7557 y 245 de su Reglamento.  Se procede a realizar la revisión física y documental de la mercancía amparada al DUA 005-2010-000000 determinándose lo siguiente:  Se presenta a despacho mercancía descrita como vehículo usado marca : Toyota, estilo y modelo: RAV 4, año 1997, tracción: 4x4, transmisión: mecánica, VIN JT3HP10VXV7049192, cilindrada: 2000 cc, clase tributaria 2185136, tipos de extras: semifull (aire acondicionado, dirección hidráulica, vidrios eléctricos, control crucero, cierre central, espejos eléctricos, asientos de tela), partida arancelaria 8703.23.63.23.  Se logra determinar inconsistencias en la clase tributaria declarada 2185136 ya que corresponde a un vehículo tipo de extras semifull; sin embargo el vehículo presentado a despacho corresponde a un RAV 4 L de extras full, siendo lo correcto en este procedimiento con fundamento en el artículo 214 de la Ley General de Administración Pública, el cual trata de buscar la verdad real de los hechos, se determina que el vehículo presentado a despacho posee la pega del emblema “L” que fue quitado, siendo así un RAV 4 L el cual contiene tipos de extras full, y no de un RAV 4 semifull como lo declara el agente de aduanas en la clase tributaria 2185136.  Se comprueba que el vehículo posee las extras de:  sonroof eléctrico, aros de lujo, aire acondicionado, control crucero, cierre central, vidrios eléctricos, dirección hidráulica, espejos eléctricos, volante ajustable, siendo estas características a la luz de la directriz SAAT-01-2003 sobre la clasificación de los tipos de extras, propios de un vehículo no lujoso versión full, por otra parte no se determina algún elemento probatorio sobre el cual incidir en que el vehículo es un semifull, ya que este vehículo en versión full no presenta características tales como tapicería en cuero, la única característica propia que presenta un vehículo RAV 4 L no lujoso versión full extras es que posea sonroof eléctrico y aros de lujo; cabe destacar que estos vehículos nunca presentan la extra de tapicería en cuero, es importante indicar que por las necesidades del mercado muchas extras que hoy en día son consideradas como extras estándar en su momento eran extras full, por lo tanto las extras de sonroof eléctrico, aros de lujo, aire acondicionado, dirección hidráulica, control crucero, cierre central, vidrios eléctricos, espejos eléctricos, volante ajustable, del vehículo RAV 4 L año 1997 en el tiempo son consideradas como full, ya que para ese momento dichas extras no forman parte de un equipamiento usual de los vehículos de dicho modelo, sino más bien que son lujosas.  Así con fundamento en el Decreto Ejecutivo 32458-H, el cual establece que cuando los valores establecidos por las clases tributarias resulten mayores que la sumatoria del costo+flete+seguro, se cancelarán los impuestos conforme al valor que establezca la clase tributaria, así el valor sobre el cual se deben cancelar correctamente los impuestos de importación del vehículo, son sobre el valor establecido en la clase tributaria número 2269443 correspondiente a un vehículo marca: Toyota, estilo: RAV 4 L con características de tipo de extras full, que dicha incidencia genera un nuevo valor aduanero de 3.729,02 dólares, el cual establece una diferencia de 534.365,38 colones (quinientos treinta y cuatro mil trescientos sesenta y cinco colones con 38/100) desglosados de la siguiente manera:  Impuesto General sobre las Ventas: 169.218,52 colones, Impuesto Selectivo de Consumo: 358.384,88 colones, Ley: 6.761,98 colones, ganancia estimada: 260.336,19 colones.- (…) Fecha: 17-02-2010.” (el texto en minúscula y tildes no son del original, en lo demás se respeta el original)  (folios 15 a 29)

III- Que según consta en las pantallas del sistema informático del Servicio Nacional de Aduanas TICA, el agente de aduanas XXXXXXXX acepta el ajuste practicado por la autoridad aduanera durante el despacho, pero en fecha 22 de febrero del 2010 se apersona ante la Aduana Santamaría a interponer formalmente los recursos de reconsideración y de apelación. (folios 1 a 15)
IV- Mediante resolución RES-AS-DN-754-2010 del 25 de febrero del 2010 la Aduana Santamaría resuelve rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por el agente de aduanas señor xxxxxxxxx y mantiene el cambio realizado durante el despacho del vehículo nacionalizado con el DUA 005-2010-000000 del 8/02/2010. Asimismo, emplaza al interesado para que en un plazo de diez días hábiles se apersone ante el Tribunal Aduanero Nacional a reiterar o ampliar los argumentos de su pretensión. (folios 46 a 60) 
V- Que en fecha 11 de marzo del 2010, el agente aduanero xxxxxxxxxxxxxx se apersona por escrito ante esta Sede presentando los alegatos y pruebas contra el ajuste en el despacho practicado por la Aduana Santamaría al DUA 005-2010-000000 del 8/02/2010. 

VI- Que en las presentes diligencias se han respetado las formalidades legales en la tramitación del recurso de apelación.

Redacta el Licenciado Arce Bustos; y,
CONSIDERANDO
I- OBJETO DE LA LITIS: El presente asunto trata sobre la modificación efectuada a la Declaración Aduanera Nº 005-2010-000000 del 8 de febrero de 2010 de la Aduana Santamaría para el vehículo usado marca Toyota, estilo RAV4, año 1997, cilindrada 2000, todo terrero, 4 puertas, tracción 4x4, extras semifull, transmisión manual, declarando la posición arancelaria 8703.23.63.23, clase tributaria N° 2185136, habiéndose producido en el despacho una modificación a la clase tributaria N° 2269443 y a un valor de $3.729,02.  Lo anterior, originó una diferencia de impuestos a favor del fisco por la suma de ¢534.365,38.   
II- ADMISIBILIDAD DEL RECURSO DE APELACIÓN: Que de previo, se avoca este Órgano al estudio de admisibilidad del presente recurso de apelación conforme con lo dispuesto por el artículo 198 de la Ley General de Aduanas, es decir, a determinar si en la especie se cumple con los presupuestos procesales, que son requisitos necesarios para que pueda constituirse un procedimiento válido.  En tal sentido dispone el citado artículo que contra la resolución dictada por la Aduana, incluyendo el resultado de la determinación tributaria,  cabe recurso de reconsideración y apelación ante este Tribunal, el cual debe interponerse dentro de los tres días siguientes a la notificación. Así las cosas, siendo en el caso el ajuste en el despacho a la Declaración Aduanera de Importación N° 005-2010-000000 del 8/02/2010 el acto que se impugna, el cual fue notificado al interesado el día 17 de febrero de 2010 mediante transmisión electrónica y el recurso de apelación fue interpuesto el 22 de febrero del 2010 según corre a folios 1 y 15 del expediente administrativo, ante lo cual se tiene por demostrado que el mismo fue presentado dentro de los tres días hábiles que establece la ley, cumpliéndose el requisito de temporalidad.  En cuanto a la capacidad procesal del recurrente, consta en autos a folio 62, la acreditación del agente aduanero señor xxxxxxxxx, quien fue el que interpuso el recurso de apelación, por lo cual se admite el mismo para su resolución.
III- Nulidad por insuficiente motivación: Estima este Tribunal, como contralor de legalidad, que en primer término debe avocarse a revisar la actuación administrativa, determinando si en la especie se han violentado los principios procesales esenciales que todo acto administrativo debe salvaguardar en aplicación del principio de legalidad y del derecho del administrado a un debido proceso, pronunciándose sobre la existencia o no de nulidades del acto administrativo, debiendo este último ser dictado de conformidad con el ordenamiento jurídico, tanto en sus elementos esenciales como formales, puesto que lo contrario puede generar vicios que afecten su validez, en razón de lo cual procede este Colegiado al estudio de los supuestos vicios que pudieren existir en el caso.  En línea con lo indicado debe tenerse presente según lo ha venido señalando en forma reiterada la jurisprudencia de la Sala Constitucional, que no se trata de declarar la nulidad por la nulidad misma, si no que antes de anular debe evaluarse y considerarse si en el caso concreto, existen errores procedimentales y si ese error en efecto causó o no indefensión al interesado, y sólo si de verdad se configuró la indefensión y no se cumplió con el fin del acto debe anularse, de lo contrario deben de mantenerse las actuaciones.

Consecuente con lo anterior estima este Colegiado que analizando las particularidades del presente asunto y la forma en qué la Aduana actuó en la especie, sí se configura un defecto procedimental, que genera indefensión al interesado, y por ello debe anularse lo actuado hasta el instante mismo de comisión del vicio, que lo fue en el momento en que la Aduana durante el procedimiento de despacho, realizó la modificación de la clase tributaria y del valor declarado por el agente aduanero, según el análisis que de seguido se realiza.
En primer término se tiene como un hecho cierto lo siguiente:

Que mediante Declaración Aduanera número 005-2010-000000 del 8 de febrero de 2010 de la Aduana Santamaría, cuya constancia de consulta al Sistema Tic@ sobre las pantallas del DUA constan a folios 15 a 35 y 64 a 84 del expediente, el Agente Aduanero xxxxxxxxx, en representación de su cliente xxxxxxxxxxx, desalmacenó un vehículo usado marca Toyota, estilo RAV 4, año 1997, cilindrada 2000 cc., todo terrero, 4 puertas, tracción 4x4, extras semifull, transmisión manual, declarado en la posición arancelaria 8703.23.63.23, con la clase tributaria N° 2185136, habiéndose producido en el despacho una modificación a la clase tributaria N° 2269443 y al valor de $3.729,02 que ocasionó una diferencia de impuestos a favor del fisco por la suma de ¢534.365,38.   
Según consta en las copias de las pantallas impresas del sistema Tic@, relacionadas con la declaración aduanera objeto de las presentes diligencias y visible a folios 16 a 29 del expediente, el fundamento o motivación de la Aduana para sustentar el cambio realizado fue el siguiente:  “Motivo: Cambio de Valor - Marco Legal:  artículos 22, 23, 24, 98, 198 Ley 7557 y 245 de su Reglamento.  Se procede a realizar la revisión física y documental de la mercancía amparada al DUA 005-2010-000000 determinándose lo siguiente:  Se presenta a despacho mercancía descrita como vehículo usado marca : Toyota, estilo y modelo: RAV 4, año 1997, tracción: 4x4, transmisión: mecánica, VIN JT3HP10VXV7049192, cilindrada: 2000 cc, clase tributaria 2185136, tipos de extras: semifull (aire acondicionado, dirección hidráulica, vidrios eléctricos, control crucero, cierre central, espejos eléctricos, asientos de tela), partida arancelaria 8703.23.63.23.  Se logra determinar inconsistencias en la clase tributaria declarada 2185136 ya que corresponde a un vehículo tipo de extras semifull; sin embargo el vehículo presentado a despacho corresponde a un RAV 4 L de extras full, siendo lo correcto en este procedimiento con fundamento en el artículo 214 de la Ley General de Administración Pública, el cual trata de buscar la verdad real de los hechos, se determina que el vehículo presentado a despacho posee la pega del emblema “L” que fue quitado, siendo así un RAV 4 L el cual contiene tipos de extras full, y no de un RAV 4 semifull como lo declara el agente de aduanas en la clase tributaria 2185136.  Se comprueba que el vehículo posee las extras de:  sonroof eléctrico, aros de lujo, aire acondicionado, control crucero, cierre central, vidrios eléctricos, dirección hidráulica, espejos eléctricos, volante ajustable, siendo estas características a la luz de la directriz SAAT-01-2003 sobre la clasificación de los tipos de extras, propios de un vehículo no lujoso versión full, por otra parte no se determina algún elemento probatorio sobre el cual incidir en que el vehículo es un semifull, ya que este vehículo en versión full no presenta características tales como tapicería en cuero, la única característica propia que presenta un vehículo RAV 4 L no lujoso versión full extras es que posea sonroof eléctrico y aros de lujo; cabe destacar que estos vehículos nunca presentan la extra de tapicería en cuero, es importante indicar que por las necesidades del mercado muchas extras que hoy en día son consideradas como extras estándar en su momento eran extras full, por lo tanto las extras de sonroof eléctrico, aros de lujo, aire acondicionado, dirección hidráulica, control crucero, cierre central, vidrios eléctricos, espejos eléctricos, volante ajustable, del vehículo RAV 4 L año 1997 en el tiempo son consideradas como full, ya que para ese momento dichas extras no forman parte de un equipamiento usual de los vehículos de dicho modelo, sino más bien que son lujosas.  Así con fundamento en el Decreto Ejecutivo 32458-H, el cual establece que cuando los valores establecidos por las clases tributarias resulten mayores que la sumatoria del costo+flete+seguro, se cancelarán los impuestos conforme al valor que establezca la clase tributaria, así el valor sobre el cual se deben cancelar correctamente los impuestos de importación del vehículo, son sobre el valor establecido en la clase tributaria número 2269443 correspondiente a un vehículo marca: Toyota, estilo: RAV 4 L con características de tipo de extras full, que dicha incidencia genera un nuevo valor aduanero de 3.729,02 dólares, el cual establece una diferencia de 534.365,38 colones (quinientos treinta y cuatro mil trescientos sesenta y cinco colones con 38/100) desglosados de la siguiente manera:  Impuesto General sobre las Ventas: 169.218,52 colones, Impuesto Selectivo de Consumo: 358.384,88 colones, Ley: 6.761,98 colones, ganancia estimada: 260.336,19 colones.- (…) Fecha: 17-02-2010.” (el texto en minúscula y tildes no son del original, en lo demás se respeta el original)  
Se desprende con toda claridad de lo anterior, la ausencia en este caso concreto de una motivación adecuada, suficiente y congruente, que justifique la decisión de la Aduana de modificar la clase tributaria y el valor del vehículo usado declarado por el agente aduanero en la declaración aduanera de importación objeto de la presente litis, toda vez que según lo indicado en el despacho, sin mayor explicación salvo la referencia genérica de que se cambia a la clase tributaria N° 2269443 y al valor de $3.729,02 basado en el Decreto 32458-H, tenemos que la Administración no desvirtúa en forma clara e indubitable las características del vehículo declarado que conllevan a cambiar la clase tributaria y el valor del mismo, en especial al estimar este Tribunal, que por la naturaleza de la mercancía en discusión se requiere previo no solo identificar y determinar sus verdaderas características entre ellas la cantidad y tipo de extras del vehículo sino también brindar al administrado una explicación razonada de por qué no corresponde la clase tributaria declarada y sí la determinada por la administración, que sin lugar a dudas son las que en definitiva permiten establecer la clase tributaria que le corresponde para determinar el correcto valor de importación, siendo que se basa únicamente en la conocida directriz SAAT-01-2003, en que el vehículo en cuestión tiene sonroof eléctrico, aros de lujo y control crucero y que “posee la pega del emblema ‘L’ que fue quitado”.
Por lo anteriormente expuesto, considera este Tribunal que en la especie se generó indefensión al recurrente pues desconoce con exactitud cuál es el razonamiento de la Aduana para realizar el cambio operado, puesto que no desvirtúo lo declarado por el agente aduanero, notando este Tribunal que la Administración parte de un hecho incierto y por tanto no demostrado en el sentido de que se ha sustraído el emblema “L” y que ante el argumento del recurrente respecto a que para ese año modelo no existía el estilo “L”, apoyándose en unas fotocopias simples del Black Book Official Used Car Market Guide Montly December 2005, la Administración evade ese argumento y se limita a manifestar al resolver el recurso de reconsideración mediante RES-AS-DN-754-2010 de 25/02/2010, folio 54, que “en la revisión física del mismo el funcionario aduanero indica que físicamente se ha sustraído el emblema ‘L’, ya que la marca de adhesivo presente en el automóvil hace visible esta situación.  Ante tal escenario, es coherente deducir que el vehículo presentado a despacho es un RAV 4 L, ya que existe la prueba física del mismo al observar el automóvil y que el emblema ha sido sustraído por razones desconocidas.  Esta comprobación tiene más peso que las consultas realizadas a las páginas web que indica el funcionario aduanero, ya que producto de la revisión física se obtiene la prueba suficiente para determinar el estilo del automóvil”  .

De forma tal que sin que este Tribunal entre a valorar en el presente asunto si efectivamente procede o no la modificación de la obligación tributaria aduanera en el elemento valor que señala la Aduana, así como el ajuste correspondiente, en razón de la nulidad decretada, si deben quedar claros en el momento procesal oportuno los elementos de hecho y de derecho que tomó en cuenta el A Quo para realizar la revaloración, los cuales debió especificar en el despacho como se indicó supra, toda vez que el no hacerlo genera un vicio en el procedimiento por insuficiente motivación, tal y como lo ha señalado nuestra Sala Constitucional en reiterada jurisprudencia. (Ver entre otros los Votos números  226-91 de las 15:12 hrs del 01 de febrero de 1991 y  620-91 de las 14:50 hrs del 22 de marzo de 1991).
Por último, es preciso resaltar que a pesar que este Tribunal, ha señalado que el procedimiento de despacho, es un procedimiento ágil, que busca por un lado facultar la correcta percepción de tributos pero que a la vez facilite y agilice las operaciones de comercio exterior, entre ellas, el despacho de las mercancías, logrando de esa manera establecer un equilibrio entre la facilitación y el control aduanero, puesto que por una parte, se garantiza la agilización de las operaciones, y por la otra, se otorga a las autoridades aduaneras, la posibilidad de revisar exhaustivamente lo actuado en el momento del despacho, abriendo posteriormente dentro del plazo de cuatro años, un procedimiento ordinario en el que se busca la verdad real de los hechos
,  sin embargo, ello no quiere decir, que lo actuado en el despacho no deba tener la motivación mínima necesaria, que permita al interesado no sólo conocer el antecedente normativo en que se fundamentan las actuaciones administrativas, sino también los elementos fácticos que dan soporte al ejercicio de tales facultades, en especial cuando se están dictando actos que le afectan al administrado, como es el caso de una revaloración del vehículo nacionalizado que le genera un ajuste de ¢534.365,38, máxime que es la Administración la que lleva la carga de la prueba, puesto que está modificando elementos de la obligación tributaria autodeterminada, razón por la cual ella está obligada a motivar su decisión, fundamentando tanto los aspectos fácticos como jurídicos de su actuar. Lo anterior inclusive tomando en cuenta lo dispuesto por el artículo 136 de la Ley General de la Administración Pública que en lo conducente reza lo siguiente: 

"Artículo 136.- 

1. Serán motivados con mención, sucinta al menos, de sus fundamentos: 

a) Los actos que impongan obligaciones o que limiten, supriman o denieguen derechos subjetivos; 

De forma tal que debe analizarse cada caso concreto, revisando sus especiales particularidades y si bien existe el principio de conservación del acto, es claro que en los casos en que se afecten, limiten, suprimen o denieguen derechos subjetivos, no basta con citar el antecedente normativo, no es suficiente con citar normas, y dar razones generales sino que la motivación debe ser suficiente, so pena de vulnerar los derechos fundamentales de los administrados. 
Partiendo de lo expuesto y según nuestra legislación administrativa aplicable al caso, habrá nulidad cuando falten o se encuentren defectuosos algunos de los elementos señalados.  Efectivamente el artículo 166 de la Ley General de la Administración Pública establece la consecuencia en tales casos: 

“Habrá nulidad absoluta del acto cuando falten totalmente uno o varios de sus elementos constitutivos, real o jurídicamente.” 

Y el artículo 223 de la misma ley sanciona con una nulidad de carácter procesal la omisión de tales formalidades indicando:

“Artículo 223.- 

1. Sólo causará nulidad de lo actuado la omisión de formalidades sustanciales del procedimiento. 

2. Se entenderá como sustancial la formalidad cuya realización correcta hubiera impedido o cambiado la decisión final en aspectos importantes, o cuya omisión causare indefensión. “(el resaltado no es del original)
En consecuencia, por todo lo anterior no puede este Tribunal, según sus competencias y limitaciones como órgano contralor de legalidad, más que estimar que existe nulidad en las presentes actuaciones y anular todo lo actuado a partir del  ajuste realizado de la Declaración Aduanera de importación Nº 005-2010-000000 del 8 de febrero de 2010 de la Aduana Santamaría inclusive, por lo que a tenor de lo expuesto por los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, 128, 131, 132 y 133 y concordantes, y artículos 165 a 172, 223 de la Ley General de la Administración Pública debe declararse la nulidad indicada.   

En virtud de lo resuelto no entra este Tribunal a analizar los demás aspectos de fondo rebatidos en expediente.
POR TANTO
De conformidad con los artículos 198, 200, 205 y 208 de la Ley General de Aduanas, por unanimidad este Tribunal resuelve por unanimidad se anula todo lo actuado a partir del ajuste de la declaración aduanera 005-2010-000000 del 8 de febrero de 2010 inclusive. Remítase el expediente a la oficina de origen.  
Notifíquese ……..  
José Ramón Arce Bustos
Presidente
Shirley Contreras Briceño                             Franklin Velásquez Díaz
Alejandra Céspedes Zamora                          Xinia Villalobos Orozco
Elizabeth Barrantes Coto                               Dick Reyes Vargas
� Sobre este tema véanse las sentencias 11-2000 y 202-2006, 22-2008, 088-2008 de este Tribunal, entre otras.
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